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PROYECTO DE LEY NUMERO 218 
DE 2008 CAMARA

Bogotá, D. C., diciembre 3 de 2008

Doctor

JESUS ALFONSO RODRIGUEZ CAMARGO

Secretario General

Cámara de Representantes

Ciudad

Ref. Presentación proyecto de ley

Respetado doctor Rodríguez:

Me permito presentar el proyecto de ley, por

,
con el propósito de iniciar el respectivo trámite le-
gislativo en el Congreso de la República.

Atentamente,

Representante a la Cámara
departamento de Antioquia.

PROYECTO DE LEY NUMERO 218
DE 2008 CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 29 de la 
Ley 1122 de 2007 el cual quedará así:

Artículo 29. 
-

-

Parágrafo
-

-

Artículo 2°. -
La presente ley rige a partir de su publi-

cación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

El honorable Representante,

Representante a la Cámara
departamento de Antioquia.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993
se generó incertidumbre sobre el pasivo prestacional 
causado por la red de hospitales públicos del país 
ante la no concurrencia en el pago de ese pasivo 
por parte de la Nación y/o los entes territoriales 
departamentales.
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El problema se genera con la expedición de la 
Ley 60 de 1993, la Ley 100 de 1993 y la Ley 715
de 2001, por medio de las cuales se creó el Fondo 
Prestacional del Sector Salud como una cuenta es-
pecial de la Nación para garantizar el pago de pasivo 
prestacional causadas hasta diciembre de 1993.

Las normas antes mencionadas obligaban a la 
Nación y a los entes territoriales a concurrir con el 
pago del pasivo causado hasta diciembre de 1993.
Una vez transformados los Hospitales Públicos en 
Empresas Sociales del Estado en virtud de la nueva 
normatividad serían estos últimos los encargados 

-
sables de la cobertura en el Sistema General de 
Seguridad Social como Salud, Pensión y Riesgos
Profesionales.

Desde esa época y de acuerdo a lo establecido por 
las Leyes 60 y 100 de 1993, los hospitales públicos 
fueron obligados a cancelar con recursos propios 
una deuda que no les pertenecía. 

El Decreto 306 de 2004, reglamentario de la Ley
715 de 2001, agravo más la situación existente en 

para el pago del pasivo prestacional a las nacientes 
Empresas Sociales del Estado creadas por la propia 
ley acatando la reforma al sistema.

¿A raíz de esta situación se analizó quién es el 
verdadero obligado a pagar el pasivo prestacio-
nal causado hasta diciembre de 1993? Según lo 
señalado por la Ley 60 de 1993 se estableció una 
colaboración entre la Nación y los entes territoriales 

por la normatividad vigente hicieron necesario que 
la Nación entrara a concurrir para aliviar la carga 

Decreto 306 de 2004 se invirtió la responsabilidad 
de la Nación trasladándole la responsabilidad a los 
hospitales para el pago del pasivo prestacional y así 
minimizar la responsabilidad de la Nación.

Posteriormente se expidió la Ley 715 de 2001,
por medio de la cual se dictan algunas disposiciones 
en relación con el sector salud en relación con el 
pasivo prestacional estableció lo siguiente:

• Artículo 61. 
Suprímase el Fondo del Pa-

sivo Prestacional para el Sector Salud creado por 
el artículo 33 de la Ley 60 de 1993. En adelante, 

a cargo de la Nación para el pago de las cesantías 

Fondo y de acuerdo con los convenios de concu-
rrencia correspondientes, la Nación a través del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se hará 
cargo del giro de los recursos, así:

61.1. Al encargo Fiduciario o Patrimonio Au-
tónomo constituido por la entidad territorial para 
el pago de las mesadas y bonos pensionales de las 
Instituciones de Salud, de conformidad con el De-
creto 1296 de 1994.

61.2. A las entidades administradoras de pen-
-

dos los servidores públicos.

61.3. A los fondos de que trata el artículo 23 del 

decreto.

• Artículo 62. 
Para efectos de los convenios de concurrencia, los 
cuales deberán ser suscritos a partir de la vigencia 
de la presente ley por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, se continuarán aplicando los pro-
cedimientos del Fondo del Pasivo Prestacional del 
Sector Salud, la forma en que concurren las dife-
rentes entidades para cubrir el pasivo prestacional, 
la forma de cálculo del mismo, su actualización 

-
venios de concurrencia y los requisitos que deben 
acreditarse.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
podrá establecer, en concertación con el ente terri-
torial, las condiciones para celebrar los convenios 
de concurrencia y el desarrollo de los mismos y de 
los que se encuentren en ejecución, para lo cual 

-
critos y ordenará el ajuste a las normas sobre el 
particular.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
deberá revisar y actualizar en forma periódica el 

-
ponsabilidad de cada uno de los entes que suscribe 
el convenio de concurrencia.

Parágrafo. Para efectos de lo ordenado en el 

información, condiciones y términos que conside-
re necesarios.

• Artículo 63. Los recursos 
existentes en el Fondo del Pasivo Prestacional 
para el Sector Salud serán trasladados al Ministe-
rio de Hacienda y Crédito Público, de manera que 
con cargo a dichos recursos, se efectúen los pagos 
correspondientes. Así mismo, los demás recursos 
que por ley se encontraban destinados al Fondo, 
serán entregados al Ministerio de Hacienda para 

los servidores del sector Salud.

Posteriormente se expidió la 1122 de 2007 por 

al Sistema General de Seguridad Social en Salud,

prestacional de las empresas sociales del Estado,
donde señaló que la única entidad que podía llegar 
a expedir bonos pensionales respecto del pasivo a 
que se refería el artículo 242 de la Ley 100 de 1993
y los artículos 61, 62 y 63 de la Ley 715 de 2001 era 
la respectiva institución de salud, mientras que la 
Nación podía emitir los Bonos de Valor Constante
para garantizar el pago de la deuda prestacional 
a su cargo, pero no los bonos pensionales que les 
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corresponde emitir a las instituciones de salud para 
sus trabajadores.

Al respecto el Consejo de Estado, Sala de Con-
sulta y Servicio Civil, mediante concepto número 
1.867 de fecha 6 de diciembre de 2007, Consejero
Ponente doctor Luis Fernando Alvarez Jaramillo se 
pronunció respecto al alcance de la obligación de 
pago del pasivo prestacional causado en las Empresas 

emisión de bonos pensionales por parte de la Nación 
y las entidades territoriales prevista por el artículo 29 
de la Ley 1122 de 2007, así como la suscripción de 

disposición en los siguientes términos:

-

-

de las Empresas Sociales del -

-
-

De la prestación de servicios de salud

(…)

-
En concordancia con 

el artículo 242 de la Ley 100 de 1993, los artícu-
los 61, 62 y 63 de la Ley 715 de 2001, el Gobierno 
Nacional a través del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público -

y pagarán el pasivo prestacional 

-
-

partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley para que el Ministerio de Hacienda y Crédito 

-

de acuerdo a la concurrencia entre el Gobierno 

.

-
-

-

-
-

-

para lo cual 

-

-

-
-
-

a) Leyes 10 de 1990 y 60 de 1993. La Ley 10
de 1990 “ -

-

-
-
-

-
-
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-

-

-
-
-

-
-

 para el 

-

-

-

El Gobierno Nacional y los 
-

otros títulos de deuda pública para pagar el pa-

efecto se expida -

-

La Ley 100 de 1993 “Por la cual se crea 

-
-

-

-

-

-

-

“
constituyen aportes destinados a 

-

de previsión del sector público; 

públicos;

-

“Artículo 121 -

-
-

-

-
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-
-

-

-

“ Au-
 los 

títulos

el valor necesario para pagar las pensiones que 
queden a su cargo en virtud de lo dispuesto en 

-
-

-

-

-
-

-

-

“

-
el pasivo 

-

-

-

-

-

-

-

-

-
consiste en el giro de los recursos por parte 

de la Nación - a través del Ministerio de Hacien-
-

-

la Ley 

efectos de la suscripción de los contratos respec-
tivos en los que se acuerden las correspondientes 

entidades territoriales en la atención del pasivo
-

-

-

-
530 de 1994

-
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-

-

-

-

-

-

-
-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

de la Ley 1122 de 2007 - artículo 29 -

-

-
-

-

-

-

principio de concurrencia, el cual 
, -

-

-

-

-
-

-

-

-

-

-

El Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público al revisar 

-
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-
ración a las instituciones públicas de salud a cuyo 
cargo esté el pasivo prestacional causado a 31 de 

-
-

los contratos de concurrencia entre la Nación a tra-
vés del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
los entes territoriales que participan en el pago del 
pasivo y las instituciones de salud públicas o priva-

-

-

-
-

[16]

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

Por lo anterior se hace necesario aclarar los va-
cíos presentados en las Leyes 715 de 2001 y 1122
de 2007.

Del honorable Representante,

Representante a la Cámara departamento de 
Antioquia.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 3 de diciembre del año 2008 ha sido pre-
sentado en este Despacho el Proyecto de ley nú-
mero 218 con su correspondiente Exposición de 
Motivos, por el honorable Representante Jorge Ig-

Secretario General.
*   *   *

PROYECTO LEY NUMERO 219 DE 2008 
CAMARA

-

Bogotá, D. C., noviembre 25 de 2008
Doctor
GERMAN VARON COTRINO
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
Bogotá, D. C.
Ref.: Presentación proyecto de ley.
En mi condición de Representante a la Cámara

por el departamento del Tolima, con fundamento 
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en la atribución contemplada en el artículo 140 
de la Ley 5ª de 1992, de manera atenta, para que 
sea sometido a consideración del honorable Con-
greso de la República, presento el Proyecto de 
ley, 

-

-
el cual es del 

siguiente tenor:

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 1°. Autorízase al Gobierno Nacional 
para condonar obligaciones crediticias de carác-
ter agropecuario constituidas a favor del Banco 
Agrario de Colombia por personas que hayan 

-
cientes, ola invernal, erupción del Volcán Nevado 
del Huila, amenaza Volcánica del Cerro Machín 
en el departamento del Tolima y otros desastres 
naturales.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional dentro del 
mes siguiente a la publicación de esta ley expedi-
rá la reglamentación mediante la cual se regulan 
y establecen todos los trámites de carácter admi-
nistrativo que las personas destinatarias del be-

efectos.

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional dentro de 
los tres (3) meses siguientes a la publicación de 
esta ley adelantará todos los trámites que sean ne-

-
gado.

Artículo 2°. Autorízase al Gobierno Nacional 

consecuencia del ejercicio de la anterior autoriza-
ción, se hagan necesarias en el Presupuesto Gene-
ral de la Nación.

Artículo 3°. Como consecuencia de la autoriza-
ción aquí concedida, el Gobierno Nacional deberá 
abstenerse de iniciar acciones tendientes al cobro 
persuasivo o ejecutivo de las obligaciones a que 

podido iniciar en contra de estas personas, al igual 
-

nanciera las personas cuyas obligaciones llegaren 
a resultar en mora para su pago.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
publicación en el .

Dada en Bogotá, D. C., a los …

Atentamente,

Representante a la Cámara
Departamento del Tolima.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Con ocasión de la ola invernal que viene azo-

tando inclementemente a todo el territorio na-
cional, la erupción del Volcán Nevado del Huila 
y la amenaza Volcánica del Cerro Machín en el 
departamento del Tolima, han resultado dam-

es un hecho notorio, dado lo que los medios de 
comunicación han venido informando al país e 
igualmente el gobierno nacional ha venido co-
nociendo.

Es así como se han presentado pérdidas en vi-
das humanas, en tierras, cultivos, animales, entre 
otras, siendo cuantiosos y casi incalculables estos 
daños.

En las condiciones anteriores, la comunidad 
afectada ha venido solicitando de la clase polí-
tica y el gobierno implementar y hacer efectivas 
las soluciones que les permitan, si no en su tota-
lidad reparar el grave daño sufrido, sí minimizar 
la difícil situación a que se está viendo enfren-
tada.

En mi caso, he sido testigo presencial y directo 
de la realidad y necesidades que padecen estas co-
munidades, al haber visitado personalmente dife-
rentes regiones del Departamento del Tolima, que 
presentan un panorama desolador para sus habi-
tantes, ante la pérdida de vidas humanas, tierras o 
parcelas parcial y algunas veces casi totalmente, 
animales domésticos y en algunos casos de la vida 
de sus familiares.

La situación de estas personas se puede resumir 
así:

Sus deudas fueron contraídas con el Banco 

línea Finagro, y dada la situación en que se en-
cuentran, con toda seguridad llegarán a un esta-
do de morosidad en el pago de sus obligaciones 
con esta entidad, con las onerosas consecuen-
cias sociales que ello implica para esas comuni-
dades, al verse enfrentados a demandas ejecuti-
vas y demás acciones tendientes al cobro de esas 
obligaciones.

Son terrenos o parcelas que por efectos de la 
ola invernal quedaron tan disminuidos que ten-
drán poco o nada de rendimiento o productividad, 
circunstancia que les imposibilita atender normal-
mente esos créditos.

-
más de sus exiguos bienes ahora menguados por 
los efectos de la naturaleza, cuentan únicamente 
con su disposición y fuerza de trabajo, quienes 
por las mismas razones y por su situación y con-
dición socioeconómica tuvieron acceso a esos te-
rrenos.

Conforme a las anteriores razones, como quiera 
que en estas condiciones dichas personas se en-
cuentran en la imposibilidad de atender normal-
mente sus obligaciones familiares y mucho más 



GACETA DEL CONGRESO  909 Viernes 5 de diciembre de 2008 Página 9

las obligaciones de tipo económico que habían 
asumido con esa entidad crediticia del Estado; a 

se puede dar a nuestros coterráneos en procura de 
aliviar o mitigar su situación, es la condonación 
de las obligaciones (capital e intereses) que hayan 
contraído con el Banco Agrario en materia agro-
pecuaria.

Antecedentes existentes acerca de la condo-
nación de obligaciones crediticias a favor de las 
entidades del Estado

En el campo jurisprudencial, encontramos entre 
otras, las siguientes decisiones de la Corte Consti-
tucional, las cuales resultan perfectamente aplica-
bles al presente proyecto de ley:

De gran importancia resulta ser la Sentencia

1996, Sentencia C-079 de 1997 y C-804 de 2001,
mediante las cuales la Corte Constitucional sienta 
precedentes en cuanto a la viabilidad de condonar 
obligaciones crediticias a  favor del Estado en ca-
sos excepcionales, como es el que aquí nos ocupa, 
como se ve a continuación.

Sentencia C-804/01 Magistrado Ponente: doc-
tor Rodrigo Escobar Gil.

Bogotá, D.C., primero (1) de agosto de dos mil 
uno (2001)

-
en el caso de 

que son de iniciativa exclusiva del Gobierno los 
proyectos de ley que decreten exenciones sobre 

restricción a nivel constitucional acerca de la ini-
ciativa en los proyectos de ley que concedan otro 

-
-
-

-
-

el legislador adopte para conceder este tipo de 

-

anterior no es óbice para que en situaciones 
-
-

-

-

-
didas guarde estricta congruencia con la causa 

-

-
-

-

-

-

-

-

-

-

-
-

-

-

-
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-

-

-

-

.
En Sentencia de similar naturaleza, sostiene: 

-

-
-

-

-

-

-

lo anterior no es óbice para que en situaciones 
-

-

-

por tratarse de casos excepcionales y por la ne-

-

reales, corresponderá a los autores y defensores 

-
cación de un escrutinio constitucional riguroso 

-

o condonaciones de obligaciones tributarias, que-

En Sentencia T-419/04, Acción de tutela ins-
taurada por José Agustín López contra el Banco 
Agrario de Colombia S.A. Magistrado ponen-
te: doctor Alfredo Beltrán Sierra, de seis (6) 
de mayo de dos mil cuatro (2004), alude a la 
materialización del deber de solidaridad, con-
tenido en la Constitución, entendido este como 
la exigencia tanto al Estado como a los parti-
culares de brindar el socorro y la ayuda que las 
circunstancias de debilidad ameriten. En efecto, 
allí señala:

según el caso concreto, en los eventos de quien es 

-

-

-
, contenido en la 

el socorro y la ayuda que las circunstancias de 

-

-
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-

-

-

-

-
-

-

-

-
-

-
-

-

-
-

[1]

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-
-

-
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-

(Sentencia
T-025 de 2004, MP, doctor Manuel José Cepeda
Espinosa)”

Así mismo, en Sentencia C-528/96, sostuvo:
-

cal
-

-

-

-

-
-
-

-

Cabe advertir que estas condonaciones sólo po-
-

Otro antecedente, ya de orden congresional, es 
el reciente proyecto de ley número 016 de 2007 
Senado – 217 de 2008 Cámara, mediante la cual, 
se autoriza al Presidente del Banco de la Repúbli-
ca de Colombia para condonar parcialmente una 
deuda al Banco Central de Honduras. Ver Gacetas
del Congreso números 344 de 2007 y 24 y 351 de 
2008, de donde se puede advertir, que en situacio-
nes excepcionales es viable condonar obligaciones 
crediticias a favor del Estado.

VIABILIDAD CONSTITUCIONAL Y LE-
GAL DE LA INICIATIVA

Además de los pronunciamientos anteriores en 
esta materia, nuestra Constitución Política, en el 
artículo 150, señala que corresponde al Congreso
de la República hacer las leyes.

Así mismo, en el artículo 154 dispone que las 
leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cá-
maras a propuesta de sus respectivos miembros.

En igual sentido, la Ley 5ª, de 1992, permite 
que por conducto de las Comisiones Segundas
Constitucionales Permanentes se dé trámite en pri-
mer debate a este tipo de iniciativas.

Las razones anotadas me llevan a solicitarle a 
mis compañeros del Congreso que en ejercicio de su 
espíritu de solidaridad y justicia humana que debe 
caracterizarnos como legisladores, den viabilidad a 
esta iniciativa en el sentido de autorizar la condona-
ción de dichas deudas, con el convencimiento que 
el gobierno nacional no se opondría a ello, ante el 
estado de necesidad de estos ciudadanos.

De los honorables Congresistas,

Representante a la Cámara
Departamento del Tolima.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 4 de diciembre del año 2008 ha sido pre-
sentado en este Despacho el Proyecto de ley nú-
mero 219 con su correspondiente Exposición de 
Motivos, por el honorable Representante Pedro 

Secretario General.
*   *   *

PROYECTO DE LEY NUMERO 220 
DE 2008 CAMARA

-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Toda persona con discapacidad 
visual y/o auditiva tendrá el derecho a ser acom-
pañada permanentemente por un perro de asisten-

espacio de uso público, sea de propiedad privada 
o pública, destinada a un uso que implique la con-
currencia de público.

Así mismo, estas personas, junto con sus perros 
de asistencia, tendrán derecho a acceder y circular 
en cualquier medio de transporte terrestre o marí-
timo de pasajeros que preste servicios en el territo-
rio nacional, sea gratuito o remunerado, público o 
privado, individual o colectivo. El acceso y circu-
lación en los medios de transporte aéreo se regirá 
por las normas vigentes.

Artículo 2º. El acceso, la circulación y la per-
manencia, en los lugares y medios de transporte 
señalados en el artículo precedente, por parte del 
perro de asistencia que acompañe a la persona con 
discapacidad visual y/o auditiva, no quedará sujeto 
al pago de una suma de dinero, ni podrán ser con-
dicionados al otorgamiento de ninguna clase de 
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garantía, salvo que para ello deba incurrirse en un 
gasto adicional evaluable en dinero, lo cual deberá 
informarse previamente a quien lo requiera.

Artículo 3º. Para los efectos previstos en esta 
ley, se entenderá por “perros de asistencia” aquel 
que fuere individualmente entrenado para realizar 

-
dad visual y/o auditiva.

Los perros de asistencia podrán ser entrenados 
para realizar labores de perros guía, de señal, de 
servicio o de otro tipo, de conformidad con las ca-
racterísticas, condiciones y distintivo de carácter 

Artículo 4º. Corresponderá al dueño del perro de 
asistencia, o a quien se sirva de él, adoptar las medi-
das necesarias para asegurar una sana convivencia y 
evitar disturbios o molestias a las demás personas.

Las personas con discapacidad visual y/o au-
ditiva no podrán ejercer los derechos establecidos 
en esta ley cuando el perro de asistencia presente 
signos de enfermedad, agresividad y, en general, 
cuando el animal se constituya en un evidente ries-
go para la comunidad.

Artículo 5º. El entrenamiento de perros de asis-
tencia estará a cargo de instituciones, personas 
jurídicas o naturales que cumplan con las nor-
mas que establezca el Gobierno Nacional. Estas
instituciones o personas serán las encargadas de 
seleccionar, criar y entrenar perros para personas 
con discapacidad visual y/o auditiva, además de 
preparar al usuario del perro de asistencia para su 
utilización y cuidado.

Artículo 6º. El que causare herida, trauma o 

obligado al pago de las cuentas veterinarias y de 
los costos de reemplazo del perro a su dueño, si 
aquel no pudiere seguir ejerciendo sus labores o 
fuere muerto, sin perjuicio de la responsabilidad 
civil indemnizatoria correspondiente.

Artículo transitorio 1º. El Gobierno Nacional en el 
término de seis (6) meses contados a partir de la san-
ción y promulgación de esta ley establecerá la des-

de uso público y medios de transporte a los cuales 
podrá acceder la persona con discapacidad visual y/o 
auditiva junto con su perro de asistencia, además de 
las condiciones sanitarias y de seguridad que se exigi-
rán al perro de asistencia para obtener su distintivo.

Artículo 7º. Esta ley rige a partir de la fecha de 
su sanción y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

Representante a la 
Cámara Sucre; Represen-
tante a la Cámara Antioquia.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Objeto de la iniciativa
Esta iniciativa, va encaminada a que toda per-

sona con discapacidad visual y/o auditiva, tenga 

derecho a ser acompañada permanentemente por 
-

trucción, infraestructura o espacio de uso público, 
sea de propiedad privada o pública, destinada a un 
uso que implique la concurrencia de público.

Estas personas, junto con sus perros de asisten-
cia, tendrán derecho a acceder y circular en cual-
quier medio de transporte terrestre o marítimo de 
pasajeros que preste servicios en el territorio na-
cional, sea gratuito o remunerado, público o pri-
vado, individual o colectivo. En cuanto al acceso 
y circulación en los medios de transporte aéreo se 
regirá por las normas vigentes.

Orígenes del perro guía
A la hora de establecer los orígenes del adies-

tramiento del perro guía tenemos que remontar-
nos a 1827, en Austria, donde Leopold Chimani 
escribió un libro que incluía la historia de Joseph 
Resinguer, nacido en 1775, ciego desde los 17
años, que había adiestrado sus tres perros. Jo-
hann Wilkelm Kleim, en Viena en 1819, escribió 
un libro para enseñar a los ciegos las técnicas de 
adiestramiento de los perros guía, perfeccionando 
las técnicas de Reisinger, hacía referencia a “...un 
arnés rígido y previamente adiestrado, con gran 
esmero, por una persona vidente” (Coon, 1959, 
Pág. 45).

Este proyecto permaneció durante mucho tiem-
po en el olvido de la comunidad internacional.

En 1845, el alemán Jacob Birrer publicó un 
libro describiendo las técnicas que utilizó para 
adiestrar perros guías. Los principios básicos de 
adiestramiento utilizados en aquella época se han 
ido perfeccionando hasta nuestros días.

Fue casi cien años más tarde cuando comenzó 
el movimiento de perros guías, tal y como lo co-
nocemos en la actualidad. El creciente número de 
soldados alemanes que resultaron ciegos durante 
la contienda en la Primera Guerra Mundial, ins-
piraron al Dr. Gerhard Stalling a abrir la primera 
escuela del mundo dedicada al adiestramiento de 
perros guías para ciegos.

La escuela abrió sus puertas en 1916 en Ol-
denburg, Alemania. Comenzó a nivel experimen-
tal para atender las necesidades de la gran can-
tidad de militares que durante la guerra habían 
quedado ciegos. Viendo que los resultados eran 
excelentes, pronto se abrieron otras tres escuelas 
en Alemania, Württemberg, Potsdam y Munich 
en las cuales ya se entrenaban perros para ciegos 
civiles.

Situación del perro guía y las escuelas en dis-
tintos países

Hoy en día existen escuelas prácticamente en 
la totalidad de los países desarrollados. En los 
EEUU., hay más de 11 escuelas, en Francia 10,
en el Reino Unido la GDBA tiene más de 14 cen-
tros en todo el país, en Alemania 5, en Australia 2, 
Corea, en Japón 5, en Nueva Zelanda 1, en la Re-
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pública Checa, en Sudáfrica 1, en Italia 3, Irlanda 
1, en Polonia 2, en Bélgica 2, Holanda, Canadá 2, 
Noruega 2, Suiza, en Israel 2, en Colombia 1, en 
Rusia y países del Este existen varias escuelas y 
en España, disponemos de la Fundación Once del 
Perro Guía (FOPG).

Un gran número de estas escuelas están agrupa-
das en las Federaciones de los respectivos países y 
en la Federación Internacional de Escuelas de Pe-

GDBA. En la actualidad hay unas 35 escuelas de 
todo el mundo asociadas en esta Federación.

La observación del panorama internacional nos 
muestra, que la existencia de los centros de adies-
tramiento de perros guía son un signo de desarrollo 
económico y social. Los centros de adiestramiento 
de perros guías pueden ser considerados como in-
dicadores del grado de desarrollo de los servicios 
de protección social.

Las diferentes formas jurídicas de las escuelas, 
en estos países, van desde Fundaciones u organi-

-
presas, del público en general y de los solicitantes 

respectivos Gobiernos a través de Ministerios de 
Asuntos Sociales o de los seguros sanitarios. Al-

-
cional (Club de los Leones principalmente).

Desde hace muchos años que los perros son usa-
dos para ayudar a personas con distintas discapa-
cidades o enfermedades. Por ejemplo, las personas 
que sufren de narcolepsia, una enfermedad por la 
cual la persona se queda dormida en cualquier lado 
y en cualquier momento, usan perros que están en-
trenados para ayudarlos y despertarlos.

En total hay perros entrenados para ayudar a 
personas con muchos tipos de discapacidades. 
Pero el más difundido es el uso de los perros 
guías para ciegos. Para los ciegos son una herra-
mienta importantísima ya que les permiten ganar 
en independencia y libertad. Caminar por la calle, 

la ayuda de estos perros se pueden realizar.
El resultado positivo que han dado los perros 

guías a los ciegos es brindarles una gran indepen-
dencia y libertad para desplazarse.

Sin embargo, el perro no sustituye al bastón, en-
tre otras razones porque el perro guía es un ser vivo 
y un día puede no estar dispuesto para el trabajo y 
la persona ciega tendrá que recurrir a su bastón.

El perro-guía, el mejor amigo del invidente.
Popularmente se les conoce como 'lazarillos' y al-
gunas veces les vemos ejerciendo su trabajo en el 
transporte público o ante un paso de peatones. Estos 
perros adquieren, gracias a un esmerado adiestra-
miento, el papel de ojos del que no puede ver. En su 
entrenamiento participan especialistas que no sólo 
les adiestran para su posterior asignación a una per-

sona ciega, sino que también les trasmiten valores 
como el cariño, la comprensión y la ternura.

-

De todas formas, dejamos a consideración del 
Congreso esta iniciativa que dará mucha satisfac-

visuales y/o auditivas.
Representante a la 

Cámara Sucre; Represen-
tante a la Cámara, Antioquia.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 4 de diciembre del año 2008 ha sido pre-
sentado en este Despacho el Proyecto de ley nú-
mero 220 con su correspondiente Exposición de 
Motivos, por los honorables Representantes Jairo 

Secretario General.
*   *   *

PROYECTO DE LEY NUMERO 226
DE 2008 CAMARA

-
-
-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El que realice un acto que atente 
o ponga en peligro la seguridad operacional del 
servicio del transporte aéreo colectivo incurrirá en 
pena de trabajo social no remunerado de cuatro (4) 
a doce (12) semanas.

Si las aeronaves se encuentran en tierra, los ve-
hículos y personas que realizan los actos indebidos 
serán retirados inmediatamente del lugar de los 
hechos, la tripulación pondrá en conocimiento de 
la autoridad competente estos actos; la omisión o 
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tardanza en el cumplimiento de tal deber por parte 
de los miembros de la policía serán sancionadas 
disciplinariamente.

El comandante de la aeronave, tomará las me-
-

misión del acto indebido contra la seguridad ope-
racional de la aeronave cometido a bordo, para 
controlar las situaciones oportunamente y poner 
a los implicados a disposición de las autoridades 
competentes.

Para los efectos de este artículo se entiende por 
actos que ponen en peligro la seguridad operacio-
nal del transporte aéreo colectivo los siguientes:

a) Operar durante el vuelo o sus fases prepara-
torias, en contra de lo que indique la tripulación, 
teléfonos móviles, radios transmisores o recepto-
res portátiles, computadoras y demás equipos elec-
trónicos que puedan interferir con los sistemas de 
vuelo, comunicaciones o navegación aérea.

b) Transitar, sin autorización de la autoridad ae-
ronáutica, a pie, en cualquier vehículo terrestre o 
semoviente, por las pistas de los aeropuertos, ram-
pas o calles de rodaje.

c) Introducir, sin autorización de la autoridad 
aeronáutica, semovientes a las pistas, rampas o ca-
lles de rodaje de los aeropuertos.

d) Operar, sin autorización de la autoridad ae-
ronáutica, vehículos aéreos ultralivianos en aero-
puertos controlados, parapentes, aeromodelos, pa-
racaídas, cometas tripuladas o no, y demás artefac-
tos de aviación deportiva cerca de las cabeceras de 
las pistas o dentro de sus zonas de aproximación.

e) Fumar o consumir sustancias alucinógenas o 
sícoactivas en el interior de las aeronaves comer-
ciales.

f) Construir u operar botaderos de basura, ma-
taderos y demás instalaciones que atraigan la pre-
sencia de aves en zonas aledañas a los aeropuertos, 
en las cabeceras de las pistas o dentro de un área 
inferior a trece (13) kilómetros a la redonda de 
cualquier aeropuerto.

g) Sustraer, o hacer mal uso de los chalecos 
salvavidas y demás equipos de emergencia u otros 
elementos existentes a bordo de la aeronave o en 
los aeropuertos. 

h) Obstruir las alarmas y sistemas de detección 
de incendio u otras contingencias instaladas en la 
aeronave.

i) Consumir durante el vuelo bebidas alcohóli-
cas no suministrados por el transportador o sin su 
autorización.

j) Ingresar a la aeronave o permanecer en ella 
en avanzado estado de intoxicación alcohólica o 
bajo el efecto de drogas prohibidas.

-
tros o en cualquier lugar del aeropuerto.

k) Introducir al avión cualquier sustancia que 
pueda incomodar o poner en peligro la salud de los 
tripulantes y demás pasajeros.

Parágrafo. Si la comisión del acto indebido oca-
siona efectivamente una situación que impida la 
conducción de la aeronave, se incurrirá en la pena 
descrita en el artículo 353 del Código Penal.

Artículo 2º. La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Senador de la República.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Me permito someter a consideración del Con-
greso de la República el presente proyecto de ley, 

-
ductas contravencionales  algunos hechos repro-
chables y punibles, como son los actos indebidos 
contra la seguridad en la operación del servicio de 
transporte aéreo colectivo, y establecer unas pro-
hibiciones administrativas en materia ambiental 
frente a actividades que representan grave riesgo 
para la seguridad de la aeronavegación civil. Bási-
camente se prohíben y sancionan conductas como 
el uso de elementos electrónicos personales en los 
vuelos, la invasión de pistas de aterrizaje, el fu-
mar o consumir tabaco y sustancias alucinógenas 
en el interior de las aeronaves, y la realización de 
actividades que generan directa o indirectamente 
obstáculos en el espacio aéreo aledaño a los aero-
puertos.

Una propuesta similar ya había sido presenta-
da con la entrada en vigencia de la Ley 1153 de 
2007 que establecía el tratamiento de las pequeñas 
causas en materia penal, considero que estos actos 
que ponen en peligro la seguridad operacional del 
transporte aéreo colectivo, deben ser considerados 
como contravenciones autónomas, si se toman en 
consideración el peligro o el perjuicio que su con-
sumación podría acarrear para la comunidad, sin 
embargo esta ley fue declarada inexequible por 
la honorable Corte Constitucional en Sentencia
C 879 de 2008.

Hoy con la inexequibilidad decretada por la 
Corte, considero que los actos que ponen en peli-
gro la seguridad operacional del transporte aéreo 
colectivo, deben ser considerados como contra-
venciones autónomas, si se toman en considera-
ción el peligro o el perjuicio que su consumación 
podría acarrear para la comunidad.

Como lo ha planteado la teoría del riesgo del 
aire, aquí debe tenerse en cuenta que el transporte 
aéreo es una actividad que en sí misma tiene un 
riesgo pero que la sociedad acepta por su necesi-
dad social y práctica. En una actividad en la que 
los pasajeros están en una condición particular de 
indefensión pues se encuentran fuera de su ámbito 
habitual de actuación, las conductas que afectan la 
seguridad del vuelo, elevan ese riesgo permitido 
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aceptable por la sociedad, y llevan a que el riesgo 
potencial que implica la actividad de volar, empie-
ce a materializarse.

Nos encontramos aquí ante un hecho punible 

efectivo que se le proporciona a un bien jurídica-
mente protegido, sino también en la amenaza o el 
riesgo -razonablemente calculables- que pueden 
resultar de ese daño.

1. Antecedentes
1.1 Los convenios y normas internacionales
a) Mediante la Ley 12 de 1947, Colombia adop-

tó el Convenio sobre Aviación Civil Internacional 
suscrito en Chicago en 1944, el cual, en su anexo 
17, formula recomendaciones y establece algunas 
obligaciones a los Estados miembros, relativas a la 
Protección de la Aviación Civil Internacional, con el 
objetivo primordial de garantizar la seguridad de los 
pasajeros, las tripulaciones, el personal en tierra y el 
público en general.

b) Así mismo, a través de la Ley 14 de 1972, 
Colombia acogió el Convenio de Tokio del 14 de 
septiembre de 1963, sobre las infracciones y ciertos 
actos cometidos a bordo de las aeronaves y el Con-
venio de Montreal del 23 de septiembre de 1971,
para la represión de actos ilícitos contra la seguri-
dad de la aviación civil. Ambos convenios incluyen 
igualmente, una serie de disposiciones y recomen-
daciones que Colombia al ser parte se encuentra 
obligada a cumplir.

Finalmente, aunque los comandantes de aero-
naves tienen facultades disciplinarias para garanti-
zar la seguridad del vuelo en virtud del Convenio
de Tokio de 1948, se hace necesario establecer los 
procedimientos que estos tendrían que seguir para 
controlar al pasajero que viola las normas hasta 
que la aeronave aterrice cuando está en vuelo. Este
es un tema que posiblemente deba ser desarrollado 
durante el estudio del proyecto si los mecanismos 

-
mente podrían ser incluidos en el Código de Pro-
cedimiento Penal.

1.2 La normatividad colombiana
En materia de legislación nacional, la Ley 105

-
ca Civil la facultad de tomar las medidas preven-
tivas necesarias e inmediatas para neutralizar las 

cuya realización atente contra la seguridad aérea 
o aeroportuaria. Estas pueden incluir medidas de 
conducción y retiro de personas y bienes, para lo 
cual, señala la norma, podrá contarse con la cola-
boración y ayuda de las autoridades policivas.

La Unidad Administrativa Especial de Aero-
náutica Civil expidió la Resolución número 4498 
de 2001 en un intento de reglamentación y se de-

atentatorios contra la seguridad aérea que deben 
-

var la seguridad del vuelo o la de las demás perso-
nas o cosas a bordo, así como las conductas aten-
tatorias contra el buen orden, la moral o la discipli-
na, o aquellas que de uno u otro modo impliquen 
molestias a los pasajeros. Esta resolución contiene 
algunas de las conductas que se han incluido en el 
presente proyecto de ley.

Si bien dichas conductas fueron prohibidas en 
la reglamentación mencionada, no existen los me-
dios idóneos para hacer efectiva su observancia, 
por lo que es necesario incluirlas en la Ley 1153
de 2007 para que sean los jueces de pequeñas cau-
sas del lugar donde se cometió el hecho, quienes 

los actos indebidos y atentatorios contra la seguri-
dad aérea por su naturaleza constituyen un peligro 
para la comunidad cuando hace uso del servicio de 
transporte aéreo colectivo.

Es claro que en determinado momento las me-
didas administrativas que puede adoptar la Aero-

-
cientes y se hace necesario estudiar la posibilidad 
de sancionar estas conductas de una manera más 

-
mos a consideración del Congreso busca imponer 
la pena principal prevista en el artículo 9° de la 
Ley 1153 de 2007, consistente en Trabajo Social
no remunerado de cuatro (4) a doce (12) semanas, 
para producir un efecto disuasorio en quienes no 
tienen consideración frente a su propia seguridad 
ni a la de los demás, y dotar a las autoridades Aé-
reas y Policivas de herramientas más efectivas 
para controlar y sancionar su ocurrencia, en aras 
de garantizar la seguridad en la operación aérea.

2. El Proyecto de ley
El proyecto de ley consta de un (1) artículo, que 

algunas conductas punibles que se elevan a la ca-
tegoría de contravenciones.

Con respecto a la prevención, control y trata-
miento de algunas de las conductas listadas es im-
portante considerar, además del tema penal, la ma-
nera como nuestra legislación ha previsto aspectos 
relacionados con la autoridad y la responsabilidad 
de los comandantes de las aeronaves civiles. La
importancia de estos aspectos es que en materia de 
seguridad aérea pueden ser complementarios con 
sanciones penales, que si bien pueden tener una 

prevenir de facto la comisión de una conducta pu-
nible.

En ese sentido, el Código de Comercio reco-
ge algunas disposiciones también contenidas en el 
Convenio de Tokio que apuntan a reconocer la au-
toridad del comandante de una aeronave civil, en 
tanto esta se encuentre en operación. Literalmente
el artículo 1805 de nuestro Código de Comercio
establece que:

El comandante es el responsable de la operación 
y seguridad de la aeronave. Tanto los miembros de 
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la tripulación como los pasajeros están sujetos a su 
autoridad.

La autoridad y responsabilidad del comandante 
se inician desde el momento en que recibe la ae-
ronave para el viaje, hasta el momento en que la 
entrega al explotador o a la autoridad competente.

Además, el artículo 1807 del mismo Código le 
reconoce algunas atribuciones al comandante re-
lativas a la posición de autoridad que ostenta. Es-

-
ductas delictivas sucedidas a bordo, la norma esta-
blece que el comandante puede tomar las medidas 
necesarias para poner a disposición de la autoridad 
competente a la persona que comete un delito. Pese 
a la importancia de la disposición citada, se dirá 
de nuevo que se queda corta en materia preventiva 
pues al tenor literal de la norma la atribución de 
tomar las medidas necesarias que aquí se le da al 
comandante de una aeronave, versa tan solo sobre 
conductas punibles, dejando por fuera otras frente 
a las cuales, por el riesgo que conllevan, también 
sería importante la intervención de una autoridad 
reconocida y facultada para actuar.

Atendiendo a todos los antecedentes anteriores, 

proyecto, ya que su propósito de elevar a la ca-
tegoría de contravención especial conductas que 
atentan contra la seguridad pública, es un meca-

convenios internacionales suscritos por Colombia
como a disposiciones internas que hoy no tienen 
mayor aplicación práctica.

2.1 Actos contra la seguridad operacional del 
transporte aéreo colectivo

En el artículo que se propone, se quiere elevar a 
la categoría de contravención algunas conductas que 
hoy se encuentran prohibidas por los Reglamentos 
Aeronáuticos de Colombia y que por su naturaleza 
pueden ocasionar peligro común o grave perjuicio 
para la comunidad. Se trata de conductas que pue-
den no caer en la categoría del actual tipo penal de 
perturbación en servicio de transporte colectivo u 

-
-

lite la conducción de la aeronave, lo que no siempre 
sucede con las conductas que aquí se incluyen. 

1. La operación durante el vuelo o sus fases pre-
parativas de teléfonos móviles (celulares o sateli-
tales), radios transmisores o receptores portátiles, 
computadoras y demás equipos electrónicos que 
puedan interferir con los sistemas de vuelo, comu-
nicaciones o navegación aérea.

Sobre el tema de la interferencia que puede cau-
sar el uso de equipos electrónicos y en especial el 
uso de teléfonos móviles a los sistemas de navega-
ción de los aviones existen no solo las manifesta-
ciones de pilotos que las han detectado, sino diver-
sas investigaciones que dan prueba de ello.

En un estudio realizado por la Autoridad de 
Aviación Civil, CAA, de la Gran Bretaña en el año 
2000, se indicó que la interferencia de los teléfo-
nos móviles causa:

Falsas alarmas de condiciones de inseguridad 
(por ejemplo, activación incorrecta de alarmas de 
humo en los compartimentos de equipaje).

Interrupción de comunicaciones debido a ruido 
en los audífonos de la tripulación.

Mal funcionamiento en múltiples sistemas 
esenciales para la seguridad del vuelo.

Incremento de la carga de trabajo de la tripula-
ción y la posibilidad de iniciar procedimientos de 
emergencia sin necesidad.

-
ción en los sistemas de protección, los cuales pueden 
entonces ser ignorados ante una alarma verdadera;

Distracción o descuido de la tripulación en la 
realización de sus tareas normales;

2. El tránsito de personas, sin permiso de la au-
toridad aeronáutica, a pie, en cualquier vehículo 
terrestre o semoviente, por las pistas de los aero-
puertos, rampas o calles de rodaje, o la introduc-
ción de semovientes u otros obstáculos a las pistas, 
rampas o calles de rodaje de los aeropuertos.

Esta situación es de muy frecuente ocurrencia 
en aeropuertos ubicados en ciudades intermedias 
y pequeñas del país, en donde es normal para la 
población del lugar considerar como parte de la in-
fraestructura vial del municipio, las pistas y demás 
instalaciones aeroportuarias, ligadas a la actividad 
del transporte aéreo, que sin duda atentan no sólo 
contra la seguridad del vuelo y sus ocupantes sino 
de la población vecina a dichas instalaciones;

3. Introducir semovientes a las pistas. Como su-
cede en apartados lugares del país.

4. la operación, sin autorización de la autoridad 
aeronáutica en aeropuertos controlados, de vehículos 
aéreos ultralivianos, parapentes, aeromodelos, para-
caídas, cometas tripuladas o no, y demás artefactos 
de aviación deportiva, cerca de las cabeceras de las 
pistas o dentro de sus zonas de aproximación;

5. Fumar y consumir sustancias alucinógenas o 
estupefacientes en el interior de las aeronaves;

6. La construcción u operación de depósitos 
de basura, mataderos y demás instalaciones que 
induzcan la presencia de aves en zonas aledañas 
a los aeropuertos, en las cabeceras de las pistas o 
dentro de un área inferior a trece (13) kilómetros a 
la redonda de cualquier aeropuerto.

pesar de todas las advertencias de la autoridad ae-
ronáutica, existen en el país depósitos de basura o 
mataderos en lugares muy cercanos a los aeropuer-
tos, como en el caso de Medellín y Barranquilla, a 
pesar de que el desarrollo de estas actividades genera 
una serie de consecuencias que igualmente ponen en 
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peligro la seguridad aérea, como la presencia de gran-
des aves que pueden generar situaciones de emer-
gencia y fatales consecuencias. Es urgente requerir 
de las autoridades ambientales y administrativas res-
ponsabilidad sobre las autorizaciones o licencias que 
otorguen para desarrollar actividades relacionadas 
con botaderos de basura y mataderos que, como es 
apenas lógico por el tipo de circunstancias que pro-
pician, representan un riesgo para la seguridad de la 
aviación civil. Pero esto no obsta para que por la vía 
judicial se impongan las sanciones de trabajo social 
no remunerado cuando no se atiendan los llamados 
de la autoridad aeronáutica y se sigan realizando tales 
actividades que ponen en riesgo la seguridad de los 
vuelos durante su aterrizaje o decolaje.

7. Sustraer, o hacer mal uso de los chalecos sal-
vavidas y demás equipos de emergencia u otros 
elementos existentes a bordo de la aeronave o en 
los aeropuertos. 

8. Obstruir las alarmas y sistemas de detección 
de incendio u otras contingencias instaladas en la 
aeronave.

9. Consumir durante el vuelo bebidas alcohóli-
cas no suministrados por el transportador o sin su 
autorización.

10. Ingresar a la aeronave o permanecer en ella 
en avanzado estado de intoxicación alcohólica o 
bajo el efecto de drogas prohibidas. 

11. Resistirse a los procesos de seguridad en los 

12. Introducir al avión cualquier sustancia que 
pueda incomodar o poner en peligro la salud de los 
tripulantes y demás pasajeros.

Parágrafo. Si la comisión del acto indebido oca-
siona efectivamente una situación que impida la 
conducción de la aeronave, se incurrirá en la pena 
descrita en el artículo 353 del Código Penal.

Para regular todas las conductas descritas en los 
numerales, se propone establecer una nueva con-
travención denominada actos contra la seguridad 
operacional del transporte aéreo colectivo. A estas 
conductas se les impone por el solo hecho de su 
realización, una pena de Trabajo Social no remu-
nerado de cuatro (4) a doce (12) semanas.

Al escoger esta sanción se ha buscado guardar 
cierta proporcionalidad, pero será de la competen-
cia del Congreso estudiar si las implicaciones de la 
contravención ameritan una sanción más ejempla-
rizante, disuasoria y restitutiva, como podría ser la 
multa o por qué no el arresto. Aquí debe tenerse en 
cuenta que la posibilidad de que la multa se con-
vierta en arresto, constituye una forma de ejercer 
mayor coerción frente a los ciudadanos, sin perjui-
cio de los demás reclamos o reparaciones que lle-
garen a presentarse por parte de los pasajeros, y de 
la probable comisión de otras conductas delictivas 
sancionadas por la ley penal.

Además, se contempla que si por la ocurrencia 
de alguna de las conductas incluidas se ocasiona 
efectivamente una emergencia o situación que im-
pida la conducción de la aeronave, su autor incurrirá 
en el delito de perturbación en servicio de transporte 

de la Ley 599 de 2000, que sanciona al que utili-
zando un medio ilícito imposibilite la conducción o 
dañe nave o aeronave, vehículo o medio motoriza-

una pena de prisión de uno a tres años y multa de 
diez a cincuenta salarios mínimos.

Por esta razón esperamos señores Congresis-
tas contar con su apoyo en esta iniciativa ya que 
si examinamos la magnitud de las consecuencias 
riesgosas de las contravenciones descritas en el 
proyecto que se acompaña, riesgos que de no ser 
controlados de manera oportuna podría llegar a 
tener consecuencias nefastas y generar no solo 
responsabilidad patrimonial de la administración, 
sino consecuencias graves para la comunidad.

Senador de la República.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
El día 4 de diciembre del año 2008 ha sido pre-

sentado en este Despacho el Proyecto de ley número 
226 con su correspondiente Exposición de Motivos, 
por el honorable Senador 

Secretario General.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA 

SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 138 DE 2008 CAMARA

Bogotá, D. C., diciembre 4 de 2008
Doctora

KARIME MOTA Y MORAD
Presidenta Comisión Primera Constitucional

Honorable Cámara de Representantes
E. S. D.
Respetada señora Presidenta:
Por el presente escrito me permito rendir 

informe de ponencia para segundo debate al 
Proyecto de ley número 138 de 2008 Cá-
mara, por medio de la cual se convoca a un 
referendo constitucional y se somete a consi-
deración del pueblo un proyecto de reforma 
constitucional.
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Antecedentes
El señor Luis Guillermo Giraldo Hurtado, en su 

condición de Vocero del Comité de Promotores so-
bre el Referendo para la Reelección Presidencial, 
presentó ante la Secretaría General de la honorable 
Cámara de Representantes, el proyecto de ley que 
se radicó bajo el número 138 del 10 de septiembre 

Ley 134 de 1994, se le diera trámite en esta célula 
legislativa.

Efectivamente en la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes se realizó un exhaus-
tivo análisis y una amplia discusión especialmen-
te sobre las cuentas del Referendo de Reelección
invitando para ello al señor Registrador Nacional, 
doctor Carlos Ariel Sánchez Torres, y al Presidente 
del Consejo Nacional Elector, doctor Juan Pablo 

de los Congresistas sobre los gastos rodeados en 
su gran mayoría de misterios y no se pudo demos-
trar por el promotor del referendo con exactitud la 
procedencia de los mismos; el señor promotor del 
Referendo, no ha comprobado, como lo establecen 
los artículos 24 y 29 de la Ley 134 de 1994 los 
respectivos avales y paz y salvo para darle la via-
bilidad cierta del referendo.

El Consejo Nacional Electoral investiga un 
crédito por mil novecientos millones de pesos 
($1.900) que corresponde a un aporte de Colombia
Primero, el cual fue registrado como otros créditos 
sin que la Comisión Primera tuviera la certeza de 
lo que sin claridad el promotor del referendo trató 
de explicar. No está claro tampoco, el otro capítulo 
de este referendo que es el de la empresa Transval,

del referendo.
No es conveniente para el país, para la demo-

cracia y para los ciudadanos que todos estos he-
chos sigan sin esclarecerse para darle viabilidad 
y legitimidad para aprobar un referendo de tantas 
preguntas sin resolver. Hechos estos que tienen 
que servir para que la Plenaria de la Cámara dis-
cuta con muchos detalles el futuro del Estado de 
derecho y de la democracia Colombiana. Estamos
convencidos que reformar la Constitución y ejer-
cer la delegación del constituyente primario para 
reformar la Carta Magna, solamente para perpetu-
ar en el poder a una persona y al único ciudadano 
de Colombia que pudiera cumplir con los requisi-
tos que establece la pregunta del referendo.

Advierte que el referendo es el procedimiento 
más legítimo y democrático de reformar la Carta
Fundamental y que la reelección, en los regímenes 
presidenciales, puede tener restricciones, con una 
mayor o menor amplitud, sin que por ello se afec-
te su contenido democrático. Así mismo invoca el 
derecho de los electores de decidir la continuidad 

cual: los electores, si son mayoría, pueden decidir 
quién tiene más credenciales para continuar lide-
rando una posición política.

El autor del proyecto y vocero del Comité ex-
pone en forma muy breve lo que considera son los 
motivos que debe tener el Congreso de la Repúbli-
ca para aprobará la iniciativa.

Observaciones al proyecto
Si bien el proyecto de ley solo busca la autori-

zación que la Constitución señala para efectuar un 
referendo, el Congreso de la República está facul-
tado para examinar de manera sistemática el con-
tenido de la norma con la cual se va a convocar al 
pueblo a reformar su Constitución.

Por tanto las razones de legalidad, convenien-
cia, oportunidad y las propias razones de Estado,
como quiera que se trata de la viabilidad de la uni-
dad nacional, deben ser consultadas por el legisla-
dor y no solo atenerse al peregrino argumento de 
ser el referendo el más democrático de los proce-
dimientos para reformar la Constitución y que es 
soberanía del pueblo decidir sobre la continuidad 
o el cambio. La literatura política permite conocer 
cómo populismos arrolladores estimulados por el 
abuso de los medios o de los bienes del Estado han 
permeado el imaginario colectivo hasta hacerlo 
presa de dictaduras oprobiosas y formas de Go-
bierno corporativos y fascistas.

Vale la pena preguntarse si el régimen presiden-
cialista que consagró la Nación desde su fundación 
se ha soportado precisamente en el respeto por las 
normas superiores que dijeron que Colombia tenía 

el axioma político invocado por la propia Corte
Constitucional en su Sentencia C-551 de 2003, se-
gún el cual ciertas normas constitucionales gozan 
de intangibilidad cuando con su reforma se lesiona 
gravemente los fundamentos de la Constitución y 
del Estado Social de Derecho. La norma Constitu-
cional originaria que ya fue reformada con el Acto 
Legislativo número 02 de 2004 y ahora se preten-

es intangible y por el contrario debe regresar a su 
letra y espíritu con el cual la consagró la Asamblea 
Constituyente de 1991, por autorización del pue-
blo soberano.

El vocero del referendo propuesto sostiene en 
su exposición de motivos que lo que se busca es 
que el pueblo decida quién tiene más credenciales 
para seguir liderando una posición política. ¿Cuál
posición política? Obviamente que la del señor 
Presidente de la República, doctor Alvaro Uribe
Vélez. Es entonces un plebiscito sobre sus polí-
ticas que no por ser compartidas por una mayoría 
se deben convertir en absolutas, sin tener en cuen-
ta que la opción democrática de la alternación del 
poder pueda traer una perspectiva nueva de desar-
rollo con justicia social, respeto por los derechos 
humanos, respeto por los demás órganos del poder, 
mayor participación democrática y adecuado ba-
lance de los pesos y contrapesos del poder público. 
Entonces, el carácter plebiscitario del Referendo
Constitucional hace que la propuesta devenga en 
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ilegítima. La propuesta tiene, entonces, la lógica 
de hacer llegar al ciudadano a la conclusión de que 

como dijo el vocero, quién tiene más credenciales 
para seguir liderando una posición política, enton-
ces apoye toda su política, lo cual, como lo señaló 
la Corte Constitucional en la Sentencia C-551 de 
2003, “desnaturaliza el referendo y convierte la 
consulta en un mecanismo plebiscitario que no es 
idóneo para reformar la Constitución”.

Ha sostenido la teoría Constitucional que “la 
convocatoria a referendo se hace en colaboraci-
ón armónica y separada de los poderes públicos 
y no se agota en la observancia de requisitos de 
forma, sino que debe contribuir a la realización de 

de manipulación del gobernante” (V. Naranjo: Te-
oría Constitucional e Instituciones Políticas. Temis
1987). Los promotores del Referendo están con-
vencidos que sin la presencia al frente del Gobier-
no del actual Presidente de la República o sin la vi-
gencia de su proyecto político Colombia no puede 
existir o en últimas la termina la catástrofe. Como
ello es así entonces hay que recurrir al pueblo para 
validar ese axioma. 

Cambiar la Constitución al capricho del Gober-
nante o de sus partidos afectos sí sustituye la Carta
Política. Ha dicho la Corte Constitucional que lo 
único que la Constitución permite es que se refor-
me la Carta pero no que se sustituya por otra Cons-
titución, o sea, que debe conservarse su identidad 
en su conjunto y desde una perspectiva material, 
por tanto no se puede utilizar el Poder de Reforma
para sustituir el Estado Social y Democrático de 
Derecho con forma Republicana (art. 1º C. P.) por 
un Estado Totalitario, por una dictadura o por una 
monarquía, pues ello implicaría que la Constitu-
ción de 1991, fue reemplazada por otra diferente 
aunque formalmente se haya recurrido al Poder de 
Reforma (Sent. C- 551 de 2003). ¿Qué sino un po-
der omnímodo con ropaje democrático es lo que 
se propone al adelantar una reforma constitucional 
para una sola persona? Porque aunque confusa la 
propuesta es del siguiente tenor:

“El inciso 1 del artículo 197 de la Constitución
Política quedará así:

Quien haya ejercido la Presidencia de la Repú-
blica por dos períodos constitucionales, podrá ser 
elegido para otro período.

Aprueba usted el anterior inciso”.
Algunos sostienen que de aprobarse el anterior 

“plebiscito” mal llamado referendo, al momento 
de las elecciones para Presidente y Vicepresidente 
de 2010-2014, el Presidente Uribe no habría ejer-

cido la Presidencia dos períodos constitucionales, 
ya que el artículo 190 de la Carta señala el período 
constitucional de cuatro años y él los cumpliría tan 
solo el 7 de agosto de 2010. Siendo así, para qué 

-
rán para lo que buscan los líderes de la iniciativa y 
el propio Presidente.

Propuesta
En virtud de las observaciones anteriormente 

expuestas, se rinde ponencia negativa al Proyecto 
de ley número 138 de 2008 Cámara, por medio 
de la cual se convoca a un referendo constitucional 
y se somete a consideración del pueblo un proyec-
to de reforma constitucional.

Atentamente,

Representante a la Cámara.
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